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I. Disposiciones generales

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
4912 RECURSO de inconstitucionalidad número

472/93, promovido por el Presidente del
Gobierno, contra determinados preceptos de
la Ley 10/1992, de las Cortes de Aragón,
de 4 de noviembre.

El Tribunal Constitucional, por auto de 29 de febrero
actual, ha acordado tener por desistido al Presidente
del Gobierno del recurso de inconstitucionalidad número
472/93, que tenía promovido contra los artículos 2.o,
3.o, 4.o y 5.o de la Ley del Parlamento de Aragón
10/1992, de 4 de noviembre, de fianzas de arrenda-
mientos y otros contratos, y que se admitió a trámite
por providencia de 2 de marzo de 1993, publicada en
el «Boletín Oficial del Estado» de 10 del mismo mes.

Madrid, 29 de febrero de 2000.—El Presidente del
Tribunal Constitucional.

CRUZ VILLALÓN

4913 RECURSO de inconstitucionalidad número
455/95, promovido por el Presidente del
Gobierno, contra la Ley de la Comunidad Autó-
noma de Aragón 10/1994, de 31 de octubre,
de Caza.

El Tribunal Constitucional, por auto de 29 de febrero
actual, ha acordado tener por desistido al Presidente
del Gobierno del recurso de incostitucionalidad número
455/95, que tenía promovido contra los artículos 62.3
de la Ley de la Comunidad Autónoma de Aragón
10/1994, de 31 de octubre, de modificación de la Ley
12/1992, de 10 de diciembre, de Caza, y que se admitió
a trámite por providencia de 1 de marzo de 1995, publi-
cada en el «Boletín Oficial del Estado» de 11 del mismo
mes.

Madrid, 29 de febrero de 2000.—El Presidente del
Tribunal Constitucional.

CRUZ VILLALÓN

4914 RECURSO de inconstitucionalidad número
1449/98, promovido por el Presidente del
Gobierno, contra el apartado 18 del artículo
9 de la Ley 11/1997, de 26 de diciembre,
de las Cortes de Castilla y León, de Medidas
Económicas, Fiscales y Administrativas.

El Tribunal Constitucional, por auto de 29 de febrero
actual, ha acordado tener por desistido al Presidente

del Gobierno del recurso de inconstitucionalidad número
1449/98, que tenía promovido contra el apartado 18
del artículo 9 de la Ley 11/1997, de 26 de diciembre,
de las Cortes de Castilla y León, de Medidas Económicas,
Fiscales y Administrativas, y que se admitió a trámite
por providencia de 21 de abril de 1998, publicado en
el «Boletín Oficial del Estado» de 29 del mismo mes.

Madrid, 29 de febrero de 2000.—El Presidente del
Tribunal Constitucional.

CRUZ VILLALÓN

MINISTERIO DEL INTERIOR
4915 ORDEN de 6 de marzo de 2000 por la que

se establece la cantidad que la Administración
penitenciaria debe abonar a los municipios
que tienen depósito municipal de detenidos,
para el mantenimiento del servicio de depó-
sitos de detenidos y presos a disposición judi-
cial o penados a arrestos de fin de semana.

La disposición final quinta de la Ley 7/1985, de 2
de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local,
asignó a los municipios cabeza de partido judicial en
los que no existiese establecimiento penitenciario, en
régimen de competencia delegada, la ejecución del
servicio de depósito de detenidos a disposición judicial,
correspondiendo la custodia de dichos detenidos a la
Policía Municipal en funciones de Policía Judicial, pre-
viendo que la Administración penitenciaria pusiese a dis-
posición de dichos municipios los medios económicos
suficientes para el mantenimiento de dicho servicio.

Esta provisión se recogió en el Real Decreto
2715/1986, de 12 de diciembre, y en la Orden del
Ministerio de Justicia de 12 de abril de 1988, que lo
desarrolla, concretando en la cantidad de 1.325 pesetas
por detenido y día los medios económicos necesarios
para desempeñar el servicio.

En el Real Decreto 2715/1986 (ya derogado) se
modificaba la redacción del artículo 378 del Reglamento
Penitenciario, aprobado por Real Decreto 1201/1981,
de 8 de mayo.

Por otra parte, el Real Decreto 190/1996, de 9 de
febrero, por el que se aprueba el Reglamento Peniten-
ciario, en su disposición adicional primera, dice:

«La Administración Penitenciaria competente entre-
gará a los Ayuntamientos de los municipios cabeza de
partido judicial en que no exista establecimiento peni-
tenciario, para gastos de alimentación y estancia de los
detenidos y mantenimiento de las instalaciones, una can-
tidad por detenido y día, que se determinará por Orden
del Ministro o resolución autonómica equivalente.»
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Asimismo, y con la entrada en vigor de la Ley Orgánica
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, se
ha ampliado el número potencial de usuarios de este
servicio ya que, además de los detenidos, presos pre-
ventivos y penados a disposición judicial, los depósitos
municipales deberán acoger a los que resulten conde-
nados a cumplir penas de arresto de fin de semana.
A su vez, el Reglamento Penitenciario, aprobado por Real
Decreto 190/1996, establece las condiciones de cum-
plimiento de la pena de arresto de fin de semana, con-
cretando lo establecido en el vigente Código Penal y
completándose la regulación del cumplimiento de esta
última pena en el Real Decreto 690/1996, de 26 de
abril, por el que se establecen las circunstancias de eje-
cución de las penas de trabajo en beneficio de la comu-
nidad y arresto de fin de semana.

Por un lado, el tiempo transcurrido desde la fijación
del vigente importe y, por otro, la ampliación del come-
tido de los depósitos municipales, con el servicio de los
arrestos de fin de semana, han puesto de relieve la nece-
sidad de proceder al establecimiento de un nuevo módu-
lo acorde con las circunstancias socioeconómicas actua-
les.

En este sentido, tras los estudios e informes opor-
tunos, y la participación del grupo de trabajo constituido
al efecto en el seno de la Comisión Nacional de Admi-
nistración Local, a propuesta de la Dirección General
de Instituciones Penitenciarias, este Ministerio ha tenido
a bien disponer:

Primero.—A partir de la entrada en vigor de esta Orden
la cantidad que percibirán los Ayuntamientos cabeza de
partido judicial, que tienen depósito municipal de dete-
nidos en funcionamiento, queda establecida en 5.898
pesetas por detenido y día.

Segundo.—Este importe corresponde a los gastos de
funcionamiento del servicio, así como al mantenimiento
y reposición de las instalaciones y equipamientos apli-
cados al mismo.

Tercero.—La presente Orden será de aplicación exclu-
sivamente a los depósitos municipales radicados en los
territorios de las Comunidades Autónomas en las que
la competencia de la gestión penitenciaria esté atribuida
al Estado.

Cuarto.—Queda derogada la Orden Ministerial de 12
de abril de 1988.

Quinto.—La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 6 de marzo de 2000.

MAYOR OREJA

MINISTERIO DE FOMENTO
4916 REAL DECRETO 270/2000, de 25 de febrero,

por el que se determinan las condiciones para
el ejercicio de las funciones del personal de
vuelo de las aeronaves civiles.

La Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación
Aérea, en su artículo 56, estableció que el personal de
vuelo debe estar en posesión del título aeronáutico
correspondiente, cuya expedición correspondía privati-
vamente al Ministerio del Aire, si bien esta competencia
fue transferida por el Real Decreto-ley 12/1978, de 27
de abril, al Ministerio de Transportes y Comunicaciones
(en la actualidad Ministerio de Fomento).

Hasta 1990 los títulos aeronáuticos y las normas
generales para su expedición estuvieron recogidos en
el Decreto de 13 de mayo de 1955. En ese año la nece-
sidad de incorporar a la normativa española las dispo-
siciones del Convenio sobre Aviación Civil Internacional
y de aplicar la Enmienda 159 del anexo 1 al citado Con-
venio llevó a la aprobación del Real Decreto 959/1990,
de 8 de junio, sobre títulos y licencias aeronáuticas civi-
les, actualmente en vigor.

Determinados por el mencionado Real Decre-
to 959/1990, de 8 de junio, los requisitos exigidos para
la obtención de cada uno de los títulos aeronáuticos,
así como sus atribuciones, la concreción de los proce-
dimientos de expedición de tales títulos y de las licencias
de aptitud, de los procedimientos de anotación de las
mismas y de sus períodos de validez fue objeto de regu-
lación por la vigente Orden de 14 de julio de 1995
sobre títulos y licencias aeronáuticas civiles, que recoge
el contenido del anexo 1 al Convenio sobre Aviación
Civil Internacional.

Por otra parte, con posterioridad al citado Real Decre-
to 959/1990, de 8 de junio, la Directiva 91/670/CEE,
del Consejo, de 16 de diciembre, sobre aceptación recí-
proca de las licencias del personal que ejerce funciones
en la aviación civil, estableció el régimen de aceptación
de licencias entre los Estados miembros, en tanto se
adopte y ponga en práctica un sistema armonizado de
requisitos en materia de licencias y programas de for-
mación.

En cumplimiento de la citada Directiva se aprobó la
Orden de 30 de junio de 1992, sobre aceptación de
licencias expedidas en los Estados miembros de las
Comunidades Europeas al personal que ejerce funciones
en la aviación civil y, más recientemente, fue aprobada
la Orden de 21 de enero de 1997, sobre reconocimiento
de licencias de piloto de aeronave emitidas en países
de la Unión Europea a ciudadanos de la misma.

El aludido sistema armonizado no ha sido adoptado
por las instituciones de la Unión Europea, pero por las
autoridades nacionales de Aviación Civil de los Estados
europeos firmantes de los Acuerdos sobre la elaboración,
aceptación y puesta en práctica de los requisitos con-
juntos de aviación, JAR (Chipre, 11 de septiembre de
1990), agrupadas como autoridades aeronáuticas con-
juntas (JAA), vienen siendo acordados unos requisitos
comunes amplios y detallados para la gestión de la avia-
ción civil, siempre de acuerdo en lo sustancial con la
normativa emanada de la OACI.

Algunos de los códigos donde se contienen esos
requisitos conjuntos de aviación (JAR) son ya de apli-
cación en nuestro Estado en virtud de lo dispuesto en
el Reglamento (CE) número 3922/91, del Consejo,
de 16 de diciembre, relativo a la armonización de normas
técnicas y procedimientos administrativos aplicables a
la aviación civil.

No es este, sin embargo, el caso del documento sobre
requisitos conjuntos de aviación (JAR) relativos a las
licencias de la tripulación de vuelo (FCL), que ha sido
desarrollado y acordado por las autoridades aeronáuticas
conjuntas (JAA), de acuerdo con el anexo 1 al Convenio
sobre Aviación Civil Internacional, teniendo en cuenta
las diversas funciones a ejercer por el personal de vuelo
y con el objetivo, al ser incorporados a los ordenamientos
jurídicos de sus respectivos Estados, de establecer licen-
cias y habilitaciones que sin necesidad de ninguna otra
formalidad sean válidas para su uso en las aeronaves
matriculadas en cualquiera de esos Estados.

Con la adopción de dichos requisitos conjuntos de
aviación se garantiza el cumplimiento de los requisitos
sustanciales del anexo 1 al Convenio sobre Aviación Civil
Internacional y, simultáneamente, la seguridad al nivel
que es necesario en un espacio aéreo en constante cre-
cimiento como es el europeo.


